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Concepto 5800  

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública prevista en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º Superiores, presentaron los ciudadanos Edgar Saavedra Rojas, Javier Mauricio Hidalgo Escobar y Gonzalo Rodrigo Paz Mahecha contra un aparte del artículo 184 de la Ley 906 de 2004 y contra el numeral primero del artículo 347 de la Ley 1564 de 2012 cuyo texto se transcribe a continuación (con lo demandado subrayado y en negrillas):
“LEY 906 DE 2004

(Agosto 31)

Diario Oficial No. 45.658 de 1 de septiembre de 2004

PODER PÚBLICO - RAMA LEGISLATIVA

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal.

El Congreso de la República

DECRETA

[…]
ARTÍCULO 184. ADMISIÓN. Vencido el término para interponer el recurso, la demanda se remitirá junto con los antecedentes necesarios a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia para que decida dentro de los treinta (30) días siguientes sobre la admisión de la demanda.

No será seleccionada, por auto debidamente motivado que admite recurso de insistencia presentado por alguno de los magistrados de la Sala o por el Ministerio Público, la demanda que se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos: Si el demandante carece de interés, prescinde de señalar la causal, no desarrolla los cargos de sustentación 
o cuando de su contexto se advierta fundadamente que no se precisa del fallo para cumplir algunas de las finalidades del recurso.
En principio, la Corte no podrá tener en cuenta causales diferentes de las alegadas por el demandante. Sin embargo, atendiendo a los fines de la casación, fundamentación de los mismos, posición del impugnante dentro del proceso e índole de la controversia planteada, deberá superar los defectos de la demanda para decidir de fondo.
Para el efecto, se fijará fecha para la audiencia de sustentación que se celebrará dentro de los treinta (30) días siguientes, a la que podrán concurrir los no recurrentes para ejercer su derecho de contradicción dentro de los límites de la demanda”.
“LEY 1564 DE 2012

(Julio 12)

Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:
[…]
ARTÍCULO 347. SELECCIÓN EN EL TRÁMITE DEL RECURSO DE CASACIÓN. La Sala, aunque la demanda de casación cumpla los requisitos formales, podrá inadmitirla en los siguientes eventos:

1. Cuando exista identidad esencial del caso con jurisprudencia reiterada de la Corte, salvo que el recurrente demuestre la necesidad de variar su sentido.
2. Cuando los errores procesales aducidos no existen o, dado el caso, fueron saneados, o no afectaron las garantías de las partes, ni comportan una lesión relevante del ordenamiento.

3. Cuando no es evidente la trasgresión del ordenamiento jurídico en detrimento del recurrente”.
1. Planteamientos de la demanda
Aducen los accionantes que las normas acusadas violan lo dispuesto en los artículos 1, 2, 4, 13, 29, 89, 122, 123, 228, 229, 235 y 243 de la Constitución Política; los artículos 3, 5, y 14 del Pacto Universal de Derechos Humanos (ratificado mediante Ley 74 de 1968); y los artículos 8, 24, 25, 28 y 31 de la Convención Americana de Derechos Humanos (ratificado mediante Ley 16 de 1972), en forma principal porque introduce la discrecional judicial como limitante del acceso al recurso casación, asunto que además aducen que ya fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, como se explicará a continuación.

En primer lugar afirman que el aparte demandado del artículo 347 de  la Ley 1564 de 2012 es inconstitucional porque reproduce el artículo 10° de la Ley 553 de 2000 (que adicionó el artículo 226A de la Ley 553 de 2000 y el artículo 214 de la Ley 600 de 2000), norma que fue declarada inexequibles por la Corte Constitucional en la Sentencia C-668 de 2001 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández). Esa norma, presuntamente reproducida, señalaba que: “[c]uando sobre el tema jurídico sobre el cual versa el cargo o los cargos propuestos en la demanda ya se hubiere pronunciado la Sala de Casación en forma unánime y de igual manera no considere necesario reexaminar el punto, podrá tomar la decisión en forma inmediata citando simplemente el antecedente”.

Aunque los accionantes reconocen que la redacción de la norma acusada no es la misma a aquella que fue declarada inconstitucional, resaltan que sus objetivos y efectos sí lo son, en tanto que una y otra permiten a la Corte Suprema de Justicia desestimar un recurso de casación por el sólo hecho de existir jurisprudencia reiterada, y sin necesidad de brindar una motivación relativa al caso concreto. Y agregan que precisamente tales fueron las razones que llevaron a la Corte Constitucional a expulsar del ordenamiento jurídico el artículo 10 de la Ley 553 de 2000.

De otro lado, en la demanda también se afirma que el artículo 347 de la Ley 1564 de 2012 conforma una proposición jurídica completa con el artículo 184 de la Ley 906 de 2004 y se acusa ésta última de violar la Carta Política porque confiere a la Corte Suprema de Justicia una competencia discrecional para no dar trámite a las demandas de casación, permitiéndole rechazar las que sí cumplen con los requisitos formales exigidos por la Ley y, al mismo tiempo tramitar aquellas que no lo hacen, lo cual, en su sentir, viola una serie de garantías constitucionales.

Descendiendo a las acusaciones contra el artículo 184 de la Ley 906 los accionantes aducen que éste transgrede una serie de garantías constitucionales como son (i) el acceso a la administración de justicia, (ii) la función de las autoridades como garantes de derechos y la dignidad humana, (iii) el debido proceso, (iv) el derecho a impugnar la sentencia condenatoria, (v) la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental, (vi) la legalidad de la función pública, (vii) la igualdad y (viii) la naturaleza constitucional de la casación como derecho de los ciudadanos. A continuación se explicará cada planteamiento:

(i) En torno a la violación del acceso a la administración de justicia, consideran que la norma atacada sustrae al ciudadano de la capacidad para acceder al recurso de casación, en tanto que éste queda condicionado a la voluntad de la Corte Suprema de Justicia y no a unos requisitos preestablecidos y alcanzables por el interesado. 

Igualmente acusan que la norma sustrae la posibilidad de obtener decisiones razonablemente fundamentadas en el caso concreto pues permite que el recurso de casación pueda ser desechado en atención a motivos institucionales. En palabras de los mismos accionantes: “si el recurrente demuestra el interés jurídico que le asiste para acudir a la casación, invoca correctamente la causal y la desarrolla adecuadamente, ¿cuál sería el argumento para afirmar que del contexto de la demanda se infiere que no se requiere del recurso para cumplir uno de sus fines?”. En tal sentido, aducen que lógica interna de la norma demandada, es que el derecho a obtener justicia de los ciudadanos se encuentra subordinado al fin magisterial de la casación, lo que consideran que es inconstitucional porque, como entienden que se concluyó en la Sentencia C-252 de 2001 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), el diseño de la casación no puede apadrinar fines institucionales si ello implica un sacrificio de los derechos fundamentales, o en otras palabras, que no puede superponerse la lucha contra la congestión o la unificación jurisprudencial al derecho de los ciudadanos a obtener justicia cumplida.

Finalmente, aducen que la violación al derecho al acceso a la administración de justicia se agrava porque la decisión discrecional de no seleccionar un caso únicamente puede ser atacada por un mecanismo igualmente discrecional y que no es un recurso, como es la insistencia.

(ii) En torno a la transgresión de la función constitucional de las autoridades como garantes de los derechos (art. 2 de la Constitución) acusan que la norma demandada permite que la Corte Suprema de Justicia deseche los reclamos de los ciudadanos por estimar discrecionalmente que no se cumplen con los fines de la casación, sin atención a los derechos de las personas. Igualmente lo anterior implica una violación de la dignidad humana, en razón a que es incomprensible que las personas deben quedar sometidos al ejercicio de una atribución discrecional que escape a su control, ya que ni siquiera el cumplimiento de los requisitos exigidos en la ley es garantía para acceder a una respuesta de fondo en sede de casación.

(iii) En relación con el debido proceso, los accionantes encuentran vulneradas varias de las garantías que se insertan en él como son la imparcialidad del juez, el principio de legalidad y el derecho de defensa. 
En primer lugar, con relación al derecho a la imparcialidad del juez, denuncian su desconocimiento porque entienden que la norma ha desnaturalizado el sistema adversarial penal, introduciendo al juez de casación como una parte adicional en el litigio. En este sentido, afirman que si la Corte Suprema de Justicia tiene la facultad de seleccionar o no un recurso de casación, e inclusive de superar las fallas de la demanda, entonces esa corporación deja de ser un tercero imparcial para tornarse en coadyuvante o contradictor discrecional de la acción presentada. En el mismo sentido, aducen que el artículo 184 de la Ley 906 obliga a la Corte Suprema de Justicia a hacer un juicio ex ante para resolver si debe seleccionar o no un recurso, por cuanto se le permite determinar, sin necesidad de entrar al fondo  si un caso requiere o no de una sentencia.
En segundo lugar, con relación al principio de legalidad señalan que el texto acusado lo transgrede por cuanto permite que los recursos sean tramitados conforme el criterio discrecional de los magistrados y no en razón a unos requisitos legalmente establecidos. En tal sentido, consideran que de acuerdo con la norma el juicio penal carecería de formalidades propias, como lo prescribiría el artículo 29 de la Constitución. 

Finalmente, en cuanto al derecho de defensa, los accionantes  lo encuentran violado porque consideran que la norma sustrae a las personas de la posibilidad de acceder a la casación, pues deja al recurso  sin criterios objetivos para su uso.

(iv) En relación con el derecho a impugnar el fallo condenatorio previsto en la Constitución, manifiestan que el verbo impugnar garantiza la casación como un derecho ciudadano y, por eso, el acceso al mismo no se puede volver discrecional. Por ello, señalan que los requisitos para lo anterior deben ser reglados y objetivos, lo cual resultaría contrario a la discrecionalidad que consagró la disposición. En el mismo sentido identifican que la casación es un derecho constitucional previsto al tenor del artículo 89 de la Carta Magna.

(v) En relación al irrespeto de la prevalencia del derecho sustancial sobre lo procedimental, en la demanda se considera que la discrecionalidad implica que los derechos sustantivos y procesales queden sin exigibilidad en sede de casación, y por el contrario, únicamente quedando sometidos a la voluntad de los magistrados.

(vi) Al evaluar la obligación constitucional relativa a que todo empleo público tenga sus funciones determinadas en la Ley, los accionantes además consideran que la discrecionalidad prevista implica que la selección de la casación se torne en una función no reglada y, por tanto, contraria a la Constitución.

(vii) De otro lado, refiriéndose al segundo aparte demandado del artículo 184 de la Ley 906 de 2004, además aducen que la disposición transgrede el derecho a la igualdad, pues consideran que genera un tratamiento diferenciado e injustificado entre las personas que sí cumplen los requisitos exigidos por la Ley para acceder a la casación y los que no, por cuanto los recursos de los primeros pueden ser desechados por el solo criterio discrecional, y los segundos en cambio sí obtener recibo en sus pretensiones. Los accionantes señalan, por lo tanto, que no hay razón constitucional para efectuar dicho trato diferenciado, el cual además consideran que resulta discriminatorio para quien sí se dio a la tarea de cumplir con la técnica de la casación.
(viii) Finalmente en la demanda se sostiene que el legislador desnaturalizó la casación excediendo su esfera de configuración legislativa al equiparar la admisión de la misma a la selección de tutelas, dos figuras diferentes y que la Corte Constitucional, en Sentencia C-252 de 2001 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), señaló como disímiles y no equiparables, en razón a que el uno es un recurso extraordinario y otro no tiene la naturaleza de recurso. En tal sentido, los accionantes aducen que la admisión de la demanda no podría sufrir la misma suerte que la propia a la selección de la acción de tutela, pues mientras la primera es una figura que responde a criterios objetivos contenidos en el libelo, la selección de tutelas obedece a fines institucionales que exceden la demanda.
2. Problema jurídico
De acuerdo con la demanda arriba resumida, el jefe del ministerio público encuentra varios problemas propuestos por los demandantes:

En primer lugar deberá establecerse si existe unidad normativa entre las dos disposiciones acusadas (art. 347 de la Ley 2564 de 202 y art. 184 de la Ley 9066 de 2004) y, por lo tanto, si ambas normas deben ser juzgadas conjuntamente. 
En segundo lugar deberá determinarse si alguna de las normas demandadas efectivamente reproduce el artículo 10° de la Ley 553 de 2000 que ya había sido declarada inexequible, en la Sentencia C-668 de 2001 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández).
En tercer lugar, el jefe del ministerio público continuará evaluando si las normas acusadas resultan ser inconstitucionales por hacer nugatoria la casación, bajo el entendido que permiten que la facultad para admitir los recursos se vuelva discrecional y por tanto, sin reglas suficientemente precisas para que los ciudadanos puedan acceder a la misma como un derecho. 
En cuarto lugar, deberá establecerse si se ha desbordado la Constitución al asimilar la selección de los recursos de casación a la selección de las tutelas.

Finalmente, esta vista fiscal deberá resolver si se ha transgredido el derecho a la igualdad cuando se permite que la Corte Suprema de Justicia –Sala Penal, tenga la facultad de seleccionar demandas que no cumplan con los requisitos legales, y en cambio, pueda dejar de escoger algunas que si los cumplan.
3. Análisis constitucional

El ministerio público considera que los artículos 347 de la Ley 1564 de 2012 y 184 de la Ley 906 de 2004 no integran una unidad normativa, aunque sí poseen algunos aspectos comunes que permiten una evaluación en torno a algunos de los cargos enervados.
De otra parte, esta jefatura considera como las normas acusadas son completamente exequibles, con excepción de la expresión “identidad esencial del caso con la jurisprudencia reiterada de la Corte”, contenida en el artículo 347 de la ley 1564 de 2012, para la que considera que debe hacerse un condicionamiento. Mientras que, de otra parte, advierte que únicamente la expresión “algunas” del artículo 184 de la Ley 906 de 2004 es inconstitucional.

3.1. Inexistencia de unidad de normativa entre el artículo 347 de la Ley 1564 de 2012 y el artículo 184 de la Ley 906 de 2004
La Corte Constitucional ha señalado que la unidad normativa posee dos clases, una en sentido estricto y otra en sentido lato. La primera implica que el texto acusado se encuentra reproducido en más de una disposición, por lo que la expulsión de un solo aparte normativo resultaría inocuo para eliminar la norma inconstitucional del ordenamiento jurídico. La unidad normativa en sentido lato, en cambio, ocurre cuando existe una relación inescindible entre dos textos diversos, al punto que no es posible pronunciarse sobre uno de ellos sin evaluar el segundo
. 
Ahora bien, según ese tribunal también debe distinguirse entre el fenómeno de la proposición jurídica incompleta y la necesidad de integrar una unidad normativa. Lo primero implica que la norma demandada carece de un sentido jurídico integral y autónomo, lo cual imposibilita el pronunciamiento de constitucionalidad. En cambio, la necesidad de integrar la unidad normativa requiere que el contenido demandado sea autónomo y suficiente para provocar un pronunciamiento de fondo, pero que al mismo tiempo sea necesario ampliar las disposiciones acusadas para efectuar el pronunciamiento solicitado
.
Atendiendo a lo anterior, el ministerio público considera que en el asunto de la referencia el artículo 347 de la Ley 1564 de 2012 y el artículo 184 de la Ley 906 de 2004 no conforman una unidad normativa ni en sentido estricto ni en sentido lato, pues ambas disposiciones resultan ser suficientemente autónomas. Por el contrario, en este caso ocurre un fenómeno diverso, como es que ambas disposiciones poseen elementos similares, lo cual, sin obligar a hacer un pronunciamiento conjunto, en todo caso si faculta a hacer un estudio simultáneo en torno a los cargos que sean predicables de ambas normas.
Así, se tiene que, en primer lugar, el artículo 347 del Código General del Proceso regula la selección de los recursos de casación en materia civil, mientras que el artículo 184 de la Ley 906, en segundo lugar, hace lo mismo pero para la el derecho penal. Tal situación, por lo tanto, no sólo implica de facto una diferencia sistémica entre ambas disposiciones, sino que además habilita la posibilidad de su subsistencia constitucional independiente. En este sentido, en razón a la libertad de configuración legislativa y a las diferencias existentes entre los bienes jurídicos tutelados por una y otra jurisdicción, el legislador tiene competencia para regular el acceso a la casación con diversos estándares, pudiendo hacerlo más gravoso en litigios con connotación económica, por ejemplo. Por razón de lo anterior, si se introdujere una regla muy restrictiva y similar para ambas jurisdicciones podría acontecer que lo que resultara constitucional para la jurisdicción civil e inconstitucional para la penal.
En suma, el ministerio público encuentra que en la demanda sub examine se han formulado cargos que efectivamente se refieren a las dos disposiciones normativas, como lo son la presunta reproducción de una norma declarada inconstitucional y la imposibilidad que el legislador introduzca la discrecionalidad como criterio para seleccionar las casaciones que tramita, pero que algunos de los cargos presentados se refieren únicamente al artículo 184 de la Ley 906 de 2004, como por ejemplo, la posibilidad de admitir casaciones que no cumplan con los requisitos formales. Y en tanto que no hay lugar a hacer una integración normativa, por las razones expuestas, a continuación se evaluarán en conjunto los cargos que se refieren a las dos disposiciones demandadas y, posteriormente, aquellos que se encuentran enfilados únicamente contra el artículo 184 de la Ley 906 de 2004.
3.2. Ausencia de reproducción del artículo 10 de la Ley 553 de 2000 en los artículos 347 de la Ley 1564 de 2012 y el artículo 184 de la Ley 906 de 1994
El artículo 10 de la Ley 553 de 2000 señalaba que “[c]uando sobre el tema jurídico sobre el cual versa el cargo o los cargos propuestos en la demanda ya se hubiere pronunciado la Sala de Casación en forma unánime y de igual manera no considere necesario reexaminar el punto, podrá tomar la decisión en forma inmediata citando simplemente el antecedente”. Tal disposición  como bien lo advierten los accionantes, fue declarada inexequible porque permitía a los funcionarios judiciales resolver casos concretos sin motivarlos y sin evidenciar las razones por las cuales se debía aplicar o no la jurisprudencia vigente
. 
Sin perjuicio de lo anterior, esta jefatura estima que no existe identidad entre las normas ahora demandadas y la previamente declarada inconstitucional, pues ninguna de aquellas confieren la facultad de resolver el caso concreto (adoptar una sentencia), sino que permiten que no haya un pronunciamiento del fondo. En efecto, aunque los dos escenarios parecen similares son sustancialmente disímiles, pues no es lo mismo que una corporación sentencie un caso concreto a que se abstenga de conocerlo en razón a que, como se establece en las normas demandas, no se cumplen los requisitos finalísticos del recurso de casación. 
Debe resaltarse, además, que la Corte Constitucional ha reconocido como parte de la esencia de la casación que este sea un recurso extraordinario, y que por ello la regla general sea su improcedencia. En sus propias palabras, la casación:
“Es un recurso extraordinario, que tiene esencialmente una función sistémica, por lo cual no puede confundírsela con una tercera instancia, o con un mecanismo para enfrentar errores judiciales. En materia de casación ‘la regla general es la improcedencia del recurso; la excepción, su procedencia, en los casos previstos en la ley'. Por ello, la ley puede establecer requisitos más severos para acceder a este recurso, e incluso para que pueda prosperar, sin que ello signifique que, por ese solo hecho, haya una restricción al acceso a la justicia, ya que  para dirimir los conflictos y solucionar los problemas planteados en los distintos casos concretos, el ordenamiento prevé el trámite de las instancias”.
 
Por lo anterior, esta vista fiscal concluye que no resulta análogo, en sede de constitucionalidad, que el legislador habilite que la Corte Suprema de Justicia resuelva el fondo de un asunto jurídico, por la mera coincidencia con precedentes anteriores, a que decida no seleccionarlo para su estudio por tales motivos.
Con lo anterior, sin embargo, no se quiere decir que automáticamente las disposiciones acusadas resulten constitucionales, sino simplemente que no puede considerarse que el artículo 10 de la Ley 553 de 2000 ha sido reproducido en ellas, y tampoco que haya lugar a declarar y, mucho menos a concluir que se haya transgredido, la cosa juzgada constitucional de la que trata el artículo 239 de la Constitución Política.
3.3. Las disposiciones demandadas y la discrecionalidad judicial
El ministerio público no comparte, como plantean los accionantes, que las normas demandadas deban ser declaradas inexequibles en razón a la introducción de la discrecionalidad como criterio para desestimar los recursos de casación, ni que éste haya sido asimilado a la selección de tutelas.
Por el contrario, para esta vista fiscal la discrecionalidad es una técnica para la adopción de decisiones públicas, a través de la cual la autoridad responsable posee un amplio margen de acción para valorar las pruebas y las circunstancias concretas, con el fin de adoptar las determinaciones correspondientes. En efecto, como también lo ha precisado la misma Corte Constitucional:
“La potestad discrecional es una herramienta jurídica necesaria en ciertas situaciones para lograr una buena administración pública, por cuanto le brinda al gestor público la posibilidad de decidir lo que le corresponde, para superar o enfrentar una situación  específica, permitiéndole a la autoridad apreciar libremente la oportunidad o conveniencia de la acción, dentro de los límites fijados por el legislador. Las facultades discrecionales, están sometidas a reglas de derecho preexistentes en cabeza del órgano o funcionario competente, a los deberes del Estado, y las responsabilidades genéricas de las autoridades en cuanto a la  protección de la vida, honra y bienes de los asociados. La Corte al respecto ha reiterado que una potestad de esa naturaleza, siempre debe entenderse circunscrita a la realización de los fines específicos que le han sido encomendados por el ordenamiento jurídico, y condicionada por: (i) la existencia misma de la potestad, definida por el legislador; (ii) la competencia para ejercerla -otorgada a unas autoridades y no a otras -; (iii) la obtención de una finalidad específica, derivada del sistema normativo al que la norma pertenece; (iv) el acatamiento de las disposiciones constitucionales que regulan el ejercicio de la función pública; (v) las normas particulares que permiten la expedición del acto administrativo; y (vi) los elementos fácticos del caso concreto y la proporcionalidad de la decisión respecto de ellos”
. 
De hecho, tanto esa misma corporación, como el Consejo de Estado, han tipificado la discrecionalidad en dos categorías, la absoluta y la relativa, siendo la primera prohibida y la segunda admisible en el marco del Estado Social de Derecho. En sus palabras,
“La discrecionalidad absoluta entendida como la posibilidad de adoptar decisiones administrativas sin que exista una razón justificada para ello, puede confundirse con la arbitrariedad y no es de recibo en el panorama del derecho contemporáneo. La discrecionalidad relativa, en cambio, ajena a la noción del capricho del funcionario, le permite a éste apreciar las circunstancias de hecho y las de oportunidad y conveniencia que rodean la toma de la decisión, concediéndole la posibilidad de actuar o de no hacerlo, o de escoger el contenido de su determinación, siempre dentro de las finalidades generales inherentes a la función pública y las particulares implícitas en la norma que autoriza la decisión discrecional”
.
Ahora bien, aunque la mayoría de la jurisprudencia constitucional asimila la discrecionalidad como una prerrogativa eventual de las autoridades administrativas, no se puede perder de vista que la función jurisdiccional hoy en día es comprendida como de naturaleza prudencial, lo cual supera la concepción de Montesquieu relativa a concebir al juez como la mera boca de la Ley. Por ello la función de administrar justicia, si bien es reglada, no puede entenderse desprovista de un margen amplio de valoración del funcionario judicial para la adopción de sus decisiones, lo cual puede entenderse como discrecionalidad judicial, y tiene por fin la realización de los derechos de las personas en los casos concretos (dimensión práctica de la ciencia jurídica). 
Lo anterior sirve para concluir que la discrecionalidad no se encuentra per se prohibida en un Estado Social de Derecho y que es constitucional la existencia de un margen de facultades para la búsqueda de lo justo en las autoridades jurisdiccionales. Por ello, la mera introducción de una labor facultativa en ellas no implica inconstitucionalidad. Por el contrario, la discrecionalidad únicamente será inconstitucional, e injusta, en el evento que la referida función permita que el juez actúe arbitrariamente o sin atender a la realización de los derechos de los ciudadanos. 
3.4. La finalidad del recurso de casación y la decisión de no seleccionar un recurso 
En las disposiciones demandadas puede encontrarse un marco claro sobre la forma como la autoridad jurisdiccional debe adoptar la decisión de no seleccionar un recurso de casación y que, por ello, estas disposiciones no suponen, al menos en abstracto, una arbitrariedad.
En efecto, específicamente el artículo 347 de la Ley 1564 de 2012 plantea que un recurso de casación podrá no seleccionarse “[c]uando exista identidad esencial del caso con jurisprudencia reiterada de la Corte, salvo que el recurrente demuestre la necesidad de variar su sentido”, lo que de ninguna manera implica a permitir una discrecionalidad absoluta, sino que, por el contrario, impone una condición cualificada para que la Corte Suprema de Justicia pueda dejar de evaluar un recurso que sí cumpla con los requisitos formales previstos en otros artículos
. Tal condición cualificada es que el objeto de la motivación de la providencia de no selección debe ser la identidad esencial con la jurisprudencia reiterada, y no se puede perder de vista, además, que al tenor del numeral 7 del artículo 42 del mismo cuerpo normativo, el juez tiene el deber de motivar todas las providencias que no sean de mero trámite.
El artículo 184 de la Ley 906 de 2004 contiene igualmente una regulación clara sobre la forma como la Corte Suprema de Justicia puede dejar de seleccionar un recurso de casación en razón al incumplimiento de los fines del recurso, y dicha norma también exige la motivación del auto.
Sin perjuicio de lo anterior, esta jefatura estima que en todo caso es importante resolver si el legislador puede introducir los fines de la casación como criterio para evaluar la admisibilidad de ese recurso.
Para resolver esta cuestión, esta vista fiscal primero que todo advierte que en las normas que regulan la finalidad del recurso de casación en el Código General del Proceso se encuentra que éste tiene por finalidad “defender la unidad e integridad del ordenamiento jurídico, lograr la eficacia de los instrumentos internacionales suscritos por Colombia en el derecho interno, proteger los derechos constitucionales, controlar la legalidad de los fallos, unificar la jurisprudencia nacional y reparar los agravios irrogados a las partes con ocasión de la providencia recurrida”
. Y que, de otro lado, la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) señala como fines de la misma “la efectividad del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios inferidos a estos, y la unificación de la jurisprudencia”
.
De otra parte, según lo previsto en el artículo 228 de la Constitución Política, en nuestro ordenamiento debe prevalecer el derecho sustancial sobre lo procedimental, en tanto que esa disposición constitucional claramente significa que los procedimientos no son un fin en sí mismos, sino que la finalidad de los mismos es la realización de los derechos. En efecto, como ya se ha precisado en la jurisprudencia constitucional:
“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de intereses.  Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio”
.
De conformidad con todo lo anterior, el jefe del ministerio público considera que siendo una realidad constitucional que el procedimiento debe subordinarse a los fines que lo inspiran, en el mismo sentido parece acertado constitucionalmente que el legislador disponga que la admisibilidad de la casación no solo puede evaluarse de cara al cumplimiento de las cargas procesales (correcto desarrollo de las causales) sino que, además, establezca que el cumplimiento vacuo de las mismas es insuficiente para la realización de la justicia. 
Reforzando la conclusión anterior, no puede perderse de vista que la casación es un recurso extraordinario para cuyo acceso o procedencia el legislador puede establecer un estándar complejo.
Por tanto, esta jefatura encuentra que es constitucional que se le exija al recurrente en casación el cumplimiento de dos tipos de cargas diversas: el desarrollo suficiente de unos requisitos formales-procesales y, además, la satisfacción de los fines de ese mismo recurso extraordinario.
3.5. Diferencias entre la selección de la casación y la selección de  tutelas
Esta vista fiscal tampoco considera acertada la conclusión de los accionantes según la cual el legislador equiparó, en las normas demandadas, la selección de tutelas con la selección en sede de casación.
Por el contrario, según se ha explicado aquí suficientemente, esta jefatura considera que la selección de la casación es una función que posee una regulación clara sobre los motivos que pueden llevar a la no selección de un recurso y, además, advierte que la providencia que implica tal efecto debe responder a un estándar claro de motivación. 
Por lo tanto, los aspectos señalados marcan una diferencia sustancial con el procedimiento establecido para la no selección de las tutelas por parte de la Corte Constitucional y ante tales diferencias de hace innecesario ahondar en este presunto cargo de inconstitucionalidad. Sin embargo, debe resaltarse que el procedimiento para la selección de tutelas es de naturaleza legal, ya que la Constitución únicamente señala en el artículo 241 que la Corte Constitucional revisará las tutelas conforme lo ordena la Ley, lo cual implica que la diferencia entre ambas actuaciones difícilmente puede presentarse o entenderse como un parámetro de constitucionalidad.
3.6. La necesidad de condicionar la expresión “identidad esencial del caso con la jurisprudencia reiterada de la Corte”, contenida en el artículo 347 de la ley 1564 de 2012, y de declarar inexequible la expresión “algunas” del artículo 184 de la Ley 906 de 2004
A pesar que las finalidades de la casación resulten ser un criterio admisible para la selección de los recursos, también es cierto que un racero excesivamente restrictivo o una interpretación meramente procesal de ese tipo de criterios hace que las exigencias allí previstas sean inconstitucionales.
En este sentido, debe advertirse que aun cuando sea cierto que constitucionalmente se ha sostenido que la casación es un recurso que posee como fin principal la “nomofilaquia” o unificación jurisprudencial
, el acceso a la administración de justicia en todo caso es un asunto igual de relevante para la casación. Citando a la misma Corte Constitucional:
“Por eso, la casación no es una tercera instancia para enmendar cualquier yerro ocurrido en las instancias, sino un recurso extraordinario que pretende lograr la mayor coherencia posible del sistema legal, al lograr el respeto del derecho objetivo y una mayor uniformidad en la interpretación de las leyes por los funcionarios judiciales. Esto no significa obviamente que la reparación de la eventual injusticia de un caso concreto no tenga ninguna relevancia en la casación sino que, en cierta medida, y como lo ha resaltado Piero Calamandrei, este recurso extraordinario pone el interés que tiene el particular en que se corrija el agravio en su contra al servicio de la protección de la coherencia sistémica del ordenamiento”
.
Por lo anterior, puede resaltarse como ni el artículo 333 de la Ley 1564 de 2012, que regula los fines de la casación en el Código General del Proceso, ni el artículo 180 de la Ley 906 del 2004, que hace lo mismo pero para la jurisdicción penal, disponen una gradación o estratificación de los fines del recurso. Es decir, que para el legislador resultan tan relevantes la unificación jurisprudencial como la administración de justicia material.
Esta apreciación o decisión legislativa encuentra un asidero en los derechos fundamentales previstos en la Constitución, por cuanto las autoridades son garantes de éstos y la Corte Suprema de Justicia resulta ser una autoridad sometida a la Constitución. Así, la casación también debe ser un recurso eficaz para el acceso a la administración de justicia y cuando las finalidades se tornan en elemento capaz de restringir el acceso a la administración de justicia, las mismas deben interpretarse en forma garantista.
De conformidad con lo anterior, esta jefatura considera que la expresión “identidad esencial del caso con la jurisprudencia reiterada de la Corte”, contenida en el artículo 347 de la ley 1564 de 2012, sólo puede ser constitucional en el entendido que dicha causal sólo se configura cuando la sentencia recurrida en casación ha resuelto el caso en el mismo sentido de la jurisprudencia reiterada. Lo anterior, por cuanto sería un despropósito que la Corte Suprema de Justicia dejara de seleccionar un caso que ha fallado reiteradamente, si se encuentra que la sentencia recurrida ha resuelto el asunto en un sentido contrario al referido por la jurisprudencia.
En este mismo sentido, no debe perderse de vista que la igualdad es un derecho fundamental que debe ser protegido por las autoridades jurisdiccionales y que la desobediencia de la jurisprudencia precisamente hace relevante que el caso permita la labor pedagógica de reiteración jurisprudencial.
De otra parte, también se considera que la expresión “algunas”, contenida en el artículo 184 de la Ley 906 de 2004, resulta ser inconstitucional, pues sería nugatorio para el acceso a la administración de justicia que la Corte Suprema dejara de resolver un recurso de casación porque el mismo no satisface algunos fines de la misma pero, en cambio, sí permite el cumplimiento de otro u otros de estos mismos fines.
Según se refirió, la norma penal estima que la casación posee cuatro fines: la efectividad del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios inferidos a estos, y la unificación de la jurisprudencia. De aquí que precisamente se haga necesario indagar qué pasaría si el recurso en estudio no cumple algunos de los fines, como por ejemplo, la unificación jurisprudencia, la reparación de los agravios a los intervinientes y el respeto de las garantías, pero en cambio sí satisface la efectividad del derecho material, porque se ha condenado a un inocente. 
En efecto, esta jefatura de pregunta: ¿podría desecharse un recurso de casación que cumple con un requisito legal e incumple con tres? La respuesta adecuada, con el condicionamiento que aquí se propone, es que no, porque el cumplimiento de una causal sería suficiente para habilitar la labor de la Corte Suprema de Justicia. 
En este sentido, como ya se anunciaba, en el evento en que las finalidades de la casación se tornan en un criterio de admisibilidad del recurso, las mismas en todo caso también interpretarse de cara al acceso a la administración de justicia y no como medios para su denegación. Y por ello, si se quiere que las finalidades de la casación se tornen en capaces de cerrar la puerta a la misma, se hace imprescindible que el recurso enervado sea incapaz de materializar alguna de ellas.
3.7. No se vulnera la igualdad cuando la Corte Suprema de Justicia supera los vicios formales de los recursos de casación 
Finalmente, a continuación se procederá a evaluar la constitucionalidad de la expresión “[s]in embargo, atendiendo a los fines de la casación, fundamentación de los mismos, posición del impugnante dentro del proceso e índole de la controversia planteada, deberá superar los defectos de la demanda para decidir de fondo” contenida en el artículo 184 de la Ley 906 de 2004.
A pesar que los accionantes consideran que no existen motivos fundados para dar un tratamiento diferenciado a quien no cumple con los requisitos formales pero cuyo recurso sí permite salvaguardar las finalidades del recurso o requiere una actuación en razón a la fundamentación del mismo, la posición del impugnante o la índole de la controversia planteada, esta vista fiscal considera que sí es admisible efectuar dicho trato diferenciado.
Así mismo, esta jefatura considera que de la misma forma en que la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental permite que las finalidades de la casación se tornen en criterio de no admisibilidad del mismo, esta misma prevalencia también debe ser un criterio relevante para facilitar el acceso a la administración de justicia a quien yerre en la técnica de casación o cuyo caso posea algunas de las características referidas en la norma.
Precisamente en este sentido, la Corte Constitucional ha establecido que “[l]a función que constitucional y legalmente tiene la administración de justicia es la darle prevalencia, en todas sus actuaciones, al derecho sustancial”
. Lo que significa que no raya con dicho precepto que la Corte Suprema considere necesario superar los yerros formales del recurso, para permitir la materialización de los derechos sustantivos. Así, se reitera, la adopción de las finalidades de la casación (en las que se encuentra la justicia) como criterio de admisibilidad del recurso resulta ser un racero constitucional y, por ello, la superposición de las finalidades de la casación sobre las cargas formales, resulta ser adecuado a la Carta Política.
Por lo anterior, habiendo razones constitucionalmente relevantes para brindar el tratamiento diferenciado acusado, esta vista fiscal estima que el mismo es constitucional.
4. Solicitud
Por las razones expuestas, el Procurador General de la Nación le solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD de las normas demandadas, con excepción de la expresión “identidad esencial del caso con la jurisprudencia reiterada de la Corte”, contenida en el artículo 347 de la ley 1564 de 2012, sobre la cual se solicita una EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA bajo el entendido que dicha causal sólo se configura cuando la sentencia recurrida en casación ha resuelto el caso en el mismo sentido de la jurisprudencia reiterada. Así mismo, solicita declarar la INEXEQUIBILIDAD  de la palabra “algunas”, contenida en el artículo 184 de la Ley 906 de 2004, por considerarla contraria al derecho de acceso a la administración de justicia.
De los Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
ABG/DFFM
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